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ANDRÉS FELIPE CAMACHO DIAZ, identificado como aparece al pie de mi firma, 
actuando en nombre propio, invocando el artículo 86 de la Constitución Política, 
acudo ante su Despacho para instaurar ACCIÓN DE TUTELA contra la 
UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE CALDAS Y COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), con el objeto de que se protejan mis 
derechos constitucionales fundamentales que a continuación enuncio para evitar un 
perjuicio irremediable y los cuales se fundamentan en los siguientes hechos: 
 

1. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. 
 
Me encuentro legitimada para solicitar la tutela de mis derechos Constitucionales al 
debido proceso, al acceso a los cargos públicos por meritocracia en conexidad con 
el derecho al trabajo, así como a los principios de confianza legítima, buena fe, 
respeto al mérito y seguridad jurídica, por cuanto vengo participando en la 
convocatoria 1066 de 2019 Alcaldía de Yopal Casanare y observo que dentro del 
proceso administrativo que se surtió ante el operador de la convocatoria, en la 
respuesta a la reclamación por los resultados generados en las pruebas escritas, 
éste no respondió todas las solicitudes y algunas las contesto parcialmente. Aunado 
a ello, el Operador del concurso modifico las reglas establecidas en los Acuerdos y 
Guías, cambiando los criterios y metodologías para la evaluación de las pruebas 
escritas. De otra parte, Señor Juez, encuentro que el Operador del concurso 
estructuro mal algunos juicios situacionales, sus preguntas (ítems) y respuestas, 
contraviniendo no sólo la normatividad vigente que rige el funcionamiento y 
procedimientos de las entidades estatales en materia tributaria y presupuestal, sino 
el sistema de carrera y de la meritocracia propias de los concursos.  
 

2. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA. 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la procedencia excepcional 
de la tutela. En Sentencia T-024/07 planteó la honorable Corte Constitucional, 
respecto a la procedencia de la Acción de Tutela: "El artículo 86 de la Carta 
Política dispone que toda persona puede reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, el restablecimiento inmediato de sus derechos 
fundamentales, siempre que no cuente con otro medio judicial de protección 



y el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 prevé que la existencia del recurso 
que enerva la acción de tutela se apreciará en concreto, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentre el solicitante.” En armonía con lo expuesto 
esta Corporación ha considerado que, salvo la ineficacia comprobada de los 
recursos o medios de defensa existentes frente al caso concreto, la acción de 
tutela es improcedente para juzgar las actuaciones administrativas, porque el 
ordenamiento prevé procedimientos para resolver las controversias y los 
litigios originados en las actividades de las entidades públicas. Resulta 
recalcar que éste es el medio idóneo para acceder a la garantía de los 
derechos fundamentales al debido proceso, al trabajo, igualdad, petición y 
acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, conforme lo ha 
establecido ya de tiempo atrás la Honorable Corte Constitucional Colombiana 
en Sentencia T - 604 de 2013 con ponencia del Dr. JORGE IVÁN PALACIO 
PALACIO que sobre el particular recalcó: “(…) En ciertas circunstancias los 
mecanismos judiciales de defensa existentes en el ordenamiento jurídico para 
impugnar las decisiones adoptadas dentro de un trámite de concurso de 
méritos, debido a su complejidad y duración, carecen de idoneidad y eficacia 
para proteger los derechos fundamentales al acceso a la función pública y al 
trabajo. Por esta razón la tutela puede desplazar a las acciones contenciosas 
como medio de preservación de los derechos en juego (…)” (Negrilla y 
Subraya fuera de texto) Señala la jurisprudencia, respecto de la eficacia de 
medio judicial: “Considera esta corporación que, cuando el inciso 3o. del 
artículo 86 de la carta Política se refiere a que "el afectado no disponga de 
otro medio de defensa judicial ..." como presupuesto indispensable para 
entablar la acción de tutela, debe entenderse que ese medio tiene que ser 
suficiente para que a través de él se restablezca el derecho fundamental 
violado o se proteja de su amenaza, es decir, tiene que existir una relación 
directa entre el medio de defensa judicial y la efectividad del derecho. Dicho 
de otra manera, el medio debe ser idóneo para lograr el cometido concreto, 
cierto, real, a que aspira la Constitución cuando consagra ese derecho. De no 
ser así, mal puede hablarse de medio de defensa y, en consecuencia, aun 
lográndose por otras vías judiciales efectos de carácter puramente formal, sin 
concreción objetiva, cabe la acción de tutela para alcanzar que el derecho deje 
de ser simplemente una utopía” Sentencia T-682/16. ACCIÓN DE TUTELA 
EN CONCURSO DE MÉRITOS-Procedencia excepcional cuando a pesar de 
existir otro medio de defensa judicial, éste no resulta idóneo para evitar un 
perjuicio irremediable En relación con los concursos de méritos para acceder 
a cargos de carrera, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, 
en principio, la acción de tutela debe declararse improcedente. No obstante, 
lo anterior, el precedente de la Corte ha señalado que los medios de control 
de la jurisdicción contencioso administrativa, bien sea a través de la acción 
electoral, de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho o de la acción 
de reparación directa, no son los mecanismos idóneos y eficaces, en razón 
del prolongado término de duración que este tipo de procesos pudiese tener. 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO EN CONCURSO DE MÉRITOS 
Convocatoria como ley del concurso La Convocatoria constituye una norma 
que se convierte en obligatoria en el concurso, en consecuencia, cualquier 
incumplimiento de las etapas y procedimientos consignados en ella, vulnera 
el derecho fundamental del debido proceso que le asiste a los participantes, 



salvo que las modificaciones realizadas en el trámite del concurso por factores 
exógenos sean plenamente publicitadas a los aspirantes para que, de esta 
forma, conozcan las nuevas reglas de juego que rigen la convocatoria para 
proveer los cargos de carrera administrativa. “(…) 3. La procedencia 
excepcional de la acción de tutela en materia de concursos de méritos. 
Reiteración de jurisprudencia 3.1. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 86 de la Carta, la acción de tutela es un mecanismo de defensa judicial 
residual y subsidiario, que permite la protección inmediata de los derechos 
fundamentales de una persona, vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de cualquier autoridad pública, o incluso de los particulares, en los 
términos prescritos por la ley. Procede cuando la persona no dispone de otro 
medio de defensa judicial o cuando, existiendo otro medio alternativo de 
protección, éste no resulta idóneo para su amparo efectivo. Asimismo, 
procede como mecanismo transitorio, en aquellas circunstancias en las que, 
a pesar de existir un medio adecuado de protección, se requiere evitar un 
perjuicio irremediable, por lo que se exige una perentoria acción 
constitucional.1 3.2. Pues bien, la idoneidad del medio de defensa alternativo 
exige una evaluación en concreto de los mecanismos de defensa existentes, 
razón por la cual debe estudiarse cada caso en particular, a efectos de 
determinar la eficacia del medio de defensa, si este tiene la aptitud necesaria 
para brindar una solución eficaz y expedita al quebrantamiento o amenaza del 
derecho fundamental que se alega vulnerado. Vistas, así las cosas, si el 
mecanismo es eficaz, la tutela resulta ser improcedente, a menos que, como 
quedó expresado, se 1 T-946 de 2009. demuestre la existencia de un perjuicio 
irremediable que imponga la protección constitucional transitoria. 3.3. En 
relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, la 
jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que, en principio, la acción de 
tutela debe declararse improcedente. No obstante, lo anterior, el precedente 
de la Corte ha señalado que los medios de control de la jurisdicción 
contencioso administrativa, bien sea a través de la acción electoral, de la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho o de la acción de reparación 
directa, no son los mecanismos idóneos y eficaces, en razón del prolongado 
término de duración que este tipo de procesos pudiese tener.2 3.4. 
Específicamente, en lo que tiene que ver con la procedencia de la acción de 
tutela para controvertir actos administrativos que reglamentan o ejecutan un 
proceso de concurso de méritos, se ha precisado, por parte del precedente de 
la Corporación, que existen dos casos en los cuales la acción de tutela se 
convierte en el mecanismo idóneo: (i) “aquellos casos en los que la persona 
afectada no tiene un mecanismo distinto de la acción de tutela, para defender 
eficazmente sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos 
administrativos que los vulneran o porque la cuestión debatida es 
eminentemente constitucional”. (ii)” cuando, por las circunstancias 
excepcionales del caso concreto, es posible afirmar que, de no producirse la 
orden de amparo, podrían resultar irremediablemente afectados los derechos 
fundamentales de la persona que interpone la acción. Estos casos son más 
complejos que los que aparecen cobijados por la excepción anterior, pues en 
ellos existen cuestiones legales o reglamentarias que, en principio, deben ser 
definidas por el juez contencioso administrativo pero que, dadas las 
circunstancias concretas y la inminente consumación de un daño 



iusfundamental deben ser, al menos transitoriamente, resueltas por el juez 
constitucional.”3 3.5. La procedencia de la acción de tutela para anular los 
actos de las autoridades públicas cuando desconocen los mecanismos de 
selección establecidos en los concursos públicos, tiene una inescindible 
relación con la necesidad de proteger los derechos fundamentales a la 
igualdad, al trabajo y debido proceso, los cuales 2 Ver entre otras sentencias 
T-509 de 2011, T-748 de 2013 y T-748 de 2015. 3 T-315 de 1998. en la 
mayoría de las ocasiones, no pueden esperar el resultado de un proceso 
ordinario o contencioso administrativo. 3.6. Ahora bien, resulta importante 
diferenciar la procedencia de la tutela en los casos en los cuales se 
controvierte un acto administrativo y los asuntos como el que nos ocupa, en 
el que la acción de amparo se contrae a exigir de las autoridades judiciales el 
cumplimiento de un proceso de selección en el término establecido por la ley 
y, de conformidad con lo señalado en la Convocatoria y el Acuerdo proferido 
por el Consejo Superior de la Judicatura que reglamenta el mismo. 3.7. En 
estos casos, en principio, sería procedente la acción de cumplimiento, bajo el 
entendido de que esta acción le otorga a toda persona natural o jurídica, así 
como a los servidores públicos, acudir ante las autoridades judiciales para 
exigir la realización o el cumplimiento del deber que surge de la ley o del acto 
administrativo que es omitido por la autoridad o el particular, cuando asume 
este carácter4. Sin embargo, esta acción no procederá para la protección de 
derechos que puedan ser garantizados mediante la acción de tutela5. 
Tampoco procede cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento 
judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o acto administrativo, 
salvo que de no proceder el juez encuentra que se configura un perjuicio 
irremediable. 3.8. Frente al tema, en sentencia C-1194 de 2001, la 
Corporación manifestó que: “Varias son las hipótesis de vulneración de los 
derechos por la inacción de la administración que pueden presentarse al 
momento de definir si procede o no la acción de cumplimiento. A saber: i) que 
la inacción de la administración amenace o vulnere derechos fundamentales 
de rango constitucional, es decir, derechos tutelables; ii) que la inacción de la 
administración amenace o vulnere derechos de rango constitucional que no 
son tutelables en el caso concreto; iii) que la inacción de la administración 
amenace o vulnere derechos de rango legal; iv) que la inacción de la 
administración no 4 Artículo 4º de la Ley 393 de 1997. 5 artículo 9º de la Ley 
393 de 1997 La Acción de Cumplimiento no procederá para la protección de 
derechos que puedan ser garantizados mediante la Acción de Tutela. En estos 
eventos, el Juez le dará a la solicitud el trámite correspondiente al derecho de 
Tutela. Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro 
instrumento judicial para lograr el efectivo cumplimiento de la norma o Acto 
Administrativo, salvo, que, de no proceder el Juez, se siga un perjuicio grave 
e inminente para el accionante. sea correlato de un derecho, sino que se trate 
del incumplimiento de un deber específico y determinado contenido en una ley 
o acto administrativo.” En el primer evento lo que procede es la acción de 
tutela, de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Constitución, 
a menos que, dado el carácter subsidiario de la acción de tutela, exista otra 
acción judicial que resulte efectiva para la protección del derecho en 
cuestión.6 En este orden de ideas, cuando se busca la protección directa de 
derechos fundamentales que pueden verse vulnerados o amenazados, se 



está en el ámbito de la acción de tutela, y cuando lo que se busca es la 
garantía de los derechos del orden legal o lo que se pide es que la 
administración dé aplicación a un mandato contenido en la ley o en un acto 
administrativo que sea específico y determinado, procede la acción de 
cumplimiento. En todo caso, frente a cada caso concreto es el juez quien debe 
determinar si se pretende la protección de derechos de rango constitucional o 
si se trata del cumplimiento de una ley o de actos administrativos para exigir 
la realización de un deber omitido. Por último, en los asuntos en los cuales se 
presente un incumplimiento de normas administrativas, que a su vez, vulnere 
derechos fundamentales constitucionales, la vía idónea y adecuada lo es la 
acción de tutela. (…)” “(…) 5. La convocatoria como ley del concurso y el 
derecho fundamental al debido proceso administrativo en los concursos de 
méritos. Reiteración 5.1. Como se ha expuesto en las líneas que anteceden, 
el principio del mérito constituye una de las bases del sistema de carrera, en 
consecuencia, es el sustento de todo proceso de selección. Persigue asegurar 
la eficiencia de la administración, así como garantizar el acceso al desempeño 
de funciones y cargos públicos de las personas que demuestren las mejores 
capacidades para ocupar el cargo y, de esta forma, puedan optimizarse los 
resultados que se obtienen con el ejercicio del cargo de carrera.7 La Ley 909 
de 2009 regula el sistema de carrera administrativa, y la define como norma 
reguladora de todo concurso, que obliga tanto a la administración como a las 
entidades contratadas y a sus participantes.8 Al respecto, ha precisado la 6 
C-1194 de 2001. 7 T-090 de 2013 8 Artículo 31 de la Ley 909 de 2009 
Corporación, que: “el Estado debe respetar y observar todas y cada una de 
las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, porque su 
desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios axiales de 
nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la 
publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas 
de los concursantes. En consecuencia, las normas de la convocatoria sirven 
de auto vinculación y autocontrol porque la administración debe “respetarlas 
y que su actividad, en cuanto a la selección de los aspirantes que califiquen 
para acceder al empleo o empleos correspondientes, se encuentra 
previamente regulada”9. 5.2. Conviene destacar entonces que las normas de 
un concurso público de méritos fijan en forma precisa y concreta cuáles son 
las condiciones que han de concurrir en los aspirantes y establecen las pautas 
y procedimientos con los cuales deben regirse10. Se trata de reglas que son 
inmodificables, por cuanto se afectan principios básicos de nuestra 
organización, como derechos fundamentales de los asociados en general y 
de los participantes en particular. 5.3.En este orden de ideas, la Convocatoria 
constituye una norma que se convierte en obligatoria en el concurso, en 
consecuencia, cualquier incumplimiento de las etapas y procedimientos 
consignados en ella, vulnera el derecho fundamental del debido proceso que 
le asiste a los participantes, salvo que las modificaciones realizadas en el 
trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente publicitadas a 
los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las nuevas reglas de juego 
que rigen la convocatoria para proveer los cargos de carrera administrativa11. 
5.4. Frente al tema, la Sala Plena de la Corporación en sentencia SU913 de 
2009 determinó que: “(i) las reglas señaladas para las convocatorias son las 
leyes del concurso y son inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la 



Constitución, la ley o resulten violatorias de derechos fundamentales; (ii) a 
través de las reglas obligatorias del concurso, la administración se auto vincula 
y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su actividad en 
cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta 9 SU 446 
de 2011 10 C-588 de 2009. 11 T-090 de 2013. el derecho al debido proceso y 
se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso cambia las 
reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas de 
buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores 
exógenos las reglas del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, 
las modificaciones que hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben 
ser plenamente conocidas por los partícipes para que de esta forma se 
satisfagan los principios de transparencia y publicidad que deben regir las 
actuaciones de la administración y no se menoscabe la confianza legítima que 
los participantes han depositado en los parámetros fijados para acceder a un 
cargo de carrera administrativa; y, (iv) cuando existe una lista de elegibles que 
surge como resultado del agotamiento de las etapas propias del concurso de 
méritos, la personas que ocupa en ella el primer lugar detenta un derecho 
adquirido en los términos del artículo 58 Superior, que no puede ser 
desconocido.12 (…)” Se invoca señor Juez Constitucional que se haga uso de 
las Facultades extra y ultra petita en el trámite de la presente tutela. Sustento: 
T 104/2018 (..) “4.1. La Corte Constitucional ha reiterado la posibilidad que 
tienen los jueces de tutela de fallar un asunto de manera diferente a lo pedido. 
Por ejemplo, en la sentencia SU-195 de 2012[27] la Sala Plena indicó: “En 
cuanto a la posibilidad de que los fallos puedan ser extra y ultra petita en 
materia de tutela, esta Corte de manera pacífica ha señalado que el juez de 
tutela puede al momento de resolver el caso concreto conceder el amparo 
incluso a partir de situaciones o derechos no alegados, atendiendo la 
informalidad que reviste el amparo y además quien determina los derechos 
fundamentales violados. Así, desde los primeros pronunciamientos se ha 
sentado esta posición, toda vez que conforme a la condición sui generis de 
esta acción, la labor de la autoridad judicial no puede limitarse exclusivamente 
a las pretensiones invocadas por la parte actora, sino que debe estar 
encaminada a garantizar el amparo efectivo de los derechos fundamentales.” 
(Subraya fuera de texto). 12 T-090 de 2013 4.2. Lo anterior, reiterando lo 
señalado en la sentencia SU-484 de 2008[29], en donde la Corte, al referirse 
a la aplicación de la facultad extra petita, señaló: “En consideración a la 
naturaleza fundamental de los derechos amparados por la acción consagrada 
en el artículo 86 de la Carta Política, el régimen de la tutela está dotado de 
una mayor laxitud que el resto de las acciones jurídicas. En efecto, mientras 
que el pronunciamiento judicial ultra y extra petita está vedado en materia civil, 
de conformidad con lo dispuesto por el artículo 305 del Código de 
Procedimiento Civil [30], al juez de tutela le está permitido entrar a examinar 
detenidamente los hechos de la demanda para que, si lo considera pertinente, 
entre a determinar cuáles son los derechos fundamentales vulnerados y/o 
amenazados, disponiendo lo necesario para su efectiva protección. No en 
vano la Corte Constitucional ha sostenido que: “(…) dada la naturaleza de la 
presente acción, la labor del juez no debe circunscribirse únicamente a las 
pretensiones que cualquier persona exponga en la respectiva demanda, sino 
que su labor debe estar encaminada a garantizar la vigencia y la efectividad 



de los preceptos constitucionales relativos al amparo inmediato y necesario 
de los derechos fundamentales. En otras palabras, en materia de tutela no 
sólo resulta procedente sino que en algunas ocasiones se torna indispensable 
que los fallos sean extra o ultra petita. Argumentar lo contrario significaría que 
si, por ejemplo, el juez advierte una evidente violación, o amenaza de violación 
de un derecho fundamental como el derecho a la vida, no podría ordenar su 
protección, toda vez que el peticionario no lo adujo expresamente en la debida 
oportunidad procesal. Ello equivaldría a que la administración de justicia 
tendría que desconocer el mandato contenido en el artículo 2o superior y el 
espíritu mismo de la Constitución Política, pues -se reitera- la vigencia de los 
derechos constitucionales fundamentales es el cimiento mismo del Estado 
social de derecho. (Subraya fuera de texto) Lo anterior permite concluir que el 
juez de tutela está facultado para emitir fallos extra y ultra petita, cuando de la 
situación fáctica de la demanda puede evidenciar la vulneración de un 
derecho fundamental, aun cuando su protección no haya sido solicitada por el 
peticionario. 5. La condición más beneficiosa 5.1. La condición más 
beneficiosa es un principio que se extrae de la misma Constitución Política 
(artículo 53) al señalar que al interpretar leyes laborales se deben tener en 
cuenta los principios de favorabilidad, in dubio pro operario y la condición más 
beneficiosa ya que a través de estos, es posible materializar la igualdad entre 
trabajadores y empleadores” Además, la libertad de concurrencia e igualdad 
en el ingreso a los cargos públicos, como principio fundamental, implica que 
todos los ciudadanos que acrediten los requisitos determinados en las 
convocatorias podrán participar en los concursos sin discriminación de 
ninguna índole. En efecto, todos los aspirantes deben concursar en igualdad 
de condiciones aún respecto de quienes ocupan los cargos en provisionalidad, 
los que por tal condición no pueden ser tratados con privilegios o ventajas, así 
como tampoco con desventajas, en relación con el cargo que ocupan y al cual 
aspiran. Por lo tanto, todos los requisitos y acreditaciones para el concurso 
deben exigirse en condiciones de igualdad para todos los aspirantes. Según 
así lo dispone la Ley 909 de 2004, el ingreso y el ascenso a los empleos 
públicos de carrera administrativa, se desarrollará de acuerdo con los 
siguientes principios: (i) mérito; (ii) libre concurrencia e igualdad en el ingreso; 
(iii) publicidad; (iv) transparencia; (v) especialización de los órganos técnicos; 
(vi) garantía de imparcialidad de los órganos técnicos; (vii) confiabilidad y 
validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y 
competencias de los aspirantes; y (viii) eficacia en los procesos de selección; 
y, (ix) eficiencia en los procesos de selección. De igual manera, los concursos 
serán abiertos para todas las personas que acrediten los requisitos exigidos 
para su desempeño, tal y como así está previsto en la Ley 909 de 2004; y 
asimismo, deberán surtir las etapas de convocatoria, reclutamiento, pruebas, 
lista de elegibles y período de prueba, los cuales también prevé la citada ley. 
En este orden de ideas, al presentarse una vulneración al derecho a la 
igualdad y al derecho a acceder a cargos públicos la Corte declarará 
inexequible el artículo 56 de la Ley 909 de 2004. La anterior determinación no 
implica, tratándose de un concurso abierto, que a los empleados que se 
encuentren desempeñando cargos de carrera, sin estar inscritos en ella, y se 
presenten al concurso, se les pueda vulnerar el derecho a la igualdad durante 
las diversas etapas del proceso de selección o concurso para el ingreso a la 



carrera administrativa. Estos empleados tienen derecho a ser tratados en 
condiciones de igualdad respecto de los demás concursantes; por lo tanto, 
deben ser inscritos como aspirantes al concurso si se presentan para ello, 
siempre y cuando acrediten los requisitos para el desempeño del cargo para 
el que concursan; e igualmente tienen derecho a que se les tenga en cuenta 
como antecedente la experiencia en el cargo que desempeñan y al cual 
aspiran, aún el laborado en provisionalidad con anterioridad a la vigencia de 
la ley. (Negrilla y subrayado por fuera de texto). 
 

3. HECHOS 
 
 PRIMERO: El suscrito aportó la documentación en la plataforma Sistema de 
apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad - SIMO realizando 
inscripción el día miércoles 13 de abril de 2022 en la OPEC No. 169828. 
SEGUNDO: El día 18 de julio de 2022 publicaron los resultados de la 
verificación de requisitos mínimos “proceso de selección No. 1357 de 2019 – 
Territorial 2019”, donde el resultado fue NO ADMITIDO, observándose lo 
siguiente “El aspirante CUMPLE con los requisitos mínimos de Estudio y 
presentado la NOVEDAD en la Experiencia laboral reconociéndome un 
tiempo de 8,43 teniéndome en cuenta este tiempo para la experiencia laboral 
de 9 meses mas no para la experiencia laboral de 6 meses. exigidos por el 
empleo a proveer.” 
TERCERO: que el día 19 de julio de 2022 presente la reclamación pertinente 
por la plataforma SIMO cumpliendo el tiempo del DERECHO DE PETICIÓN 
sin contestación alguna por los funcionarios de la CNSC. 
  
 

4. DERECHOS VULNERADOS 
Estimo violado el derecho al debido proceso articulo 29 y al acceso a cargos 
públicos en conexidad con el derecho fundamental al trabajo, consagrado en 
los artículos 25 de la Constitución Política de Colombia de 1991. Del Debido 
Proceso. 
 EL DEBIDO PROCESO 
 se encuentra desarrollado en el artículo 29 de la Constitución Política de 
1991, así: 
“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes 
al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a 
la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no 
se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene 
derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de 
oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público 
sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser 
juzgado dos veces por el mismo hecho.” (Subrayado fuera de texto para 
destacar) De lo anterior, se desprende que el debido proceso ostenta la 
calidad de derecho fundamental y además como un principio informador de 



todas las actuaciones que se desplieguen tanto en sede administrativa como 
en sede judicial, es decir, es forzosa su observancia, so pena que las 
actuaciones estén en contra vía de la norma constitucional. Aunado a ello, se 
debe garantizar entre otros, los derechos procesales de las partes en todas 
las actuaciones judiciales y administrativas, el derecho a la igualdad y 
equidad, tal como está contemplado en el artículo 13 de la Constitución 
Política, de manera que ninguna autoridad administrativa o judicial, sea el 
caso, puede saltarse las reglas propias de su competencia o actuaciones y 
todas las autoridades deben apreciar conforme al mandato legal dentro de su 
ámbito de competencia, cosa que no ocurre en el presente caso, lo que 
comporta mantener las garantía de su efectivo equilibrio y congruencia en el 
actuar de la administración, de manera que un acto procesal se considera 
válido cuando no causa menoscabo a tales derechos fundamentales, pilar, 
básico del Debido Proceso, para el caso se vislumbra que hay vía de hecho 
que conlleva una violación del derecho fundamental al debido proceso 
consagrado en el artículo 29 superior, porque la actuación administrativa 
emanada de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNCS) 
modifica las reglas del concurso establecidas en el Acuerdo de Convocatoria, 
Guía para el aspirante e instrucciones establecidas en el cuadernillo al 
momento de realizar las calificaciones. 
 

6. PRUEBAS: 
Con el fin de establecer la vulneración de los derechos, solicito señor Juez se 
sirva tener en cuenta las siguientes pruebas aportadas a la CNSC para que 
respondieran el derecho de petición: 
 
1. Pago para concursar en la convocatoria hecha en la CNSC OPEC No. 

169828. 
2. Cedula de ciudadanía 
3. Derecho de petición presentado 
4. Certificado laboral dada por el Juzgado tercero de Ejecución de penas de 

Popayán, cauca. 
5. manual especifico de funciones y competencias laborales inpec opec 

169828 
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